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lario lógico es necesario que tanto el criterio de la nota calificadora como 
la propia fundamentación de la misma se ajusten a los postulados norma-
tivos, quedando ambos aspectos, al igual que la decisión adoptada, bajo la 
responsabilidad que le es exigible al funcionario calificador en el ejercicio 
de su función. A lo que añade la Resolución de 1 de Abril de 2005 que el 
Tribunal Supremo no ha admitido como medio de motivación la simple 
cita de unos preceptos legales sin acompañamiento de la interpretación, 
exposición del razonamiento lógico que de ellos hace el órgano que dicta 
el acto. Por todo ello se ordena al Registrador que se adecue en el futuro 
a estos criterios. No obstante, conviene tener en cuenta la doctrina de 
esta Dirección General que en materia de motivación (Resoluciones de 13 
de Octubre de 2005; 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo y 1 
de abril de 2005, entre otras más recientes) entiende que aunque la argu-
mentación en que se fundamenta haya sido expresada de modo cierta-
mente escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el inte-
resado ha podido alegar cuanto le ha convenido para su defensa, como lo 
demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición del 
recurso.

Por todo lo expuesto, esta Dirección General ha acordado estimar el 
recurso y revocar la nota de calificación.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 21 de marzo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 8418 RESOLUCIÓN de 22 de marzo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por don Víctor, don Isaías, doña Rosa y doña 
María Elena del Nogal Rodríguez, contra la negativa del 
registrador de la propiedad de Madrid n.º 11, a practicar 
la inscripción de una escritura de protocolización de cua-
derno particional.

En el recurso interpuesto por don Ignacio García Gómez, abogado, en 
representación de don Víctor del Nogal Rodríguez, don Isaías del Nogal 
Rodríguez, doña Rosa Almudena del Nogal Rodríguez y doña María Elena 
del Nogal Rodríguez, contra la negativa del Registrador de la Propiedad 
de Madrid número 11, don Julio Soler García, a practicar la inscripción de 
una escritura de protocolización de cuaderno particional.

Hechos

I

Se presentó en el Registro de la Propiedad de Madrid número 11, el 18 
de julio de 2006, escritura de protocolización de cuaderno particional 
otorgado por los herederos del difunto. Este documento fue objeto de 
calificación negativa en base a los siguientes hechos y fundamentos de 
derecho: «Julio Soler García, Registrador de la Propiedad de Madrid once, 
calificada la escritura, suspendo la inscripción de la misma en base a los 
hechos y fundamentos de derecho que siguen: 1.–La escritura se presentó 
en este Registro el día 18 de julio pasado. 2.–Se protocoliza en ella el cua-
derno particional otorgado por los herederos de una persona fallecida. 
3.–En el testamento, en su cláusula primera el causante lega a una per-
sona, en pleno dominio, el tercio de libre disposición de la herencia. 
Dicha persona no interviene en el cuaderno particional. 4.–Tal como se 
realiza la disposición testamentaria, en forma literal, nos encontramos 
ante un legatario de parte alícuota, pues se le adjudica un tercio del haber 
hereditario. 5.–Es muy discutida en la doctrina la figura del legatario de 
parte alícuota y de las facultades que tiene. Los autores aceptan en su 
mayor parte que puede pedir la partición, pero se dividen a la hora de 
determinar si debe intervenir en ella. Algunos, como Rivas o Puig Brutau, 
dicen que al menos deben intervenir en el avalúo de los bienes; otros opi-
nan que deben intervenir con carácter general. 6.–En el caso que nos 
ocupa se compone el inventario del haber hereditario de varios bienes, 
estando algunos de ellos en la misma zona. Llama la atención las diferen-
cias de valoración que se da por los herederos a las fincas, en especial, a 
la finca número uno del inventario, con un valor superior a otras de la 
misma zona y que casualmente se adjudica al legatario. 7.–El fin funda-
mental del Registro, la seguridad del tráfico jurídico, impulsa a pedir que 
actúe el legatario, pues cabría la posibilidad de inscribir la partición como 
se ha realizado y esperar a la posible impugnación, pero de optarse por 
ese camino, podrá darse lugar a la aparición del tercer adquirente en caso 

de enajenación de alguna finca, con las consecuencias que apareja. 8.–Un 
nuevo argumento se puede utilizar en apoyo a la tesis de la necesaria 
intervención o aprobación de las operaciones por el legatario. Si se exa-
mina el testamento, sin interpretar el mismo, pues no es labor que corres-
ponda al Registrador, la institución realizada no es de legado, sino de 
heredero y el heredero debe intervenir necesariamente en la partición; y 
ello es así pues, si se atienden las circunstancias del caso, causante divor-
ciado y con hijos, se dispone en favor del denominado legatario del único 
tercio del que podía disponer el causante que es el de libre disposición, 
pues legítima y mejora corresponde a los hijos. 9.–Por todo ello se consi-
dera necesario la intervención o aprobación del legatario del cuaderno 
particional realizado por los herederos. 10.–Independientemente de lo 
anterior, no se podría inscribir la finca número uno del inventario al no 
estar a nombre del causante, faltando la adquisición por su parte, con 
infracción del principio de tracto sucesivo. Por tanto, suspendo la inscrip-
ción del documento presentado, prorrogándose el asiento de presenta-
ción conforme a lo dispuesto en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria. A la 
vista de esta calificación se podrá o subsanar lo señalado como defec-
tuoso, o solicitar calificación sustitutoria en plazo de quince días ante el 
Registrador que corresponda con arreglo al cuadro de sustituciones apro-
bado por Decreto 1039/2003, de 1 de agosto, o recurrirse en la forma pre-
vista en el artículo 324 y siguientes de la vigente Ley Hipotecaria. Madrid, 
a 3 de agosto de 2006. El Registrador (firma ilegible). Fdo. Julio Soler 
García.»

II

Don Ignacio García Gómez, abogado, en nombre y representación de 
Don Víctor del Nogal Rodríguez, don Isaías del Nogal Rodríguez, doña 
Rosa Almudena del Nogal Rodríguez y doña María Elena del Nogal Rodrí-
guez, interpuso recurso contra la anterior calificación y alegó que, en 
cuanto a la falta de intervención en el cuaderno particional de la legataria 
de parte alícuota, ésta, si bien no ha intervenido en la partición, sí que ha 
sido notificada de la misma por carta con acuse de recibo con fecha 7 de 
julio de 2006, y ello pese a que conocía la existencia de dicha partición. En 
cuanto a los motivos que han llevado a los herederos a atribuir a la legata-
ria los bienes que constan en la escritura, en lo que se refiere al 50% de la 
finca 7.372, la legataria, tal y como consta en la nota simple del Registro, 
es titular del otro 50% de esta finca y en la actualidad reside en la misma. 
Por tanto, con dicha adjudicación, se evita la indivisión de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 786 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Por otro 
lado, el motivo fundamental que llevó a los herederos a adjudicar a la 
legataria las 2/3 partes de la finca 3.507, es que en dicha finca se asienta 
un restaurante denominado «La Parrilla de Oro», restaurante que explota 
la sociedad Vianzuvigú Hostelera, S.L., de la que la legataria es administra-
dora única y dueña del 100% de las participaciones. Finalmente, señaló el 
Registrador en su nota de calificación que llama la atención las diferen-
cias de valoración que se da por los herederos a las fincas, en especial a la 
número uno del inventario que se adjudica a la legataria y a la que se 
señala un valor muy superior a otras de la misma zona. Frente a ello, alega 
el recurrente que los valores expresados han sido tomados literalmente 
de un informe pericial, realizado por un perito judicial designado por el 
Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid, por lo que su valora-
ción debe tenerse por válida. Por todo ello, el recurrente solicita a esta 
Dirección General que, teniendo por presentado el recurso, lo admita y 
ordene que se proceda a la inscripción de la escritura de protocolización 
de cuaderno particional.

III

El Registrador emitió informe el día 20 de noviembre de 2006 y elevó 
el expediente a este Centro directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 397, 1058, 1059 del Código Civil, 146.3 y 152 del 
Reglamento Hipotecario, 782 y 783.2, 784.1 y 793.3 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil.

En el supuesto del presente recurso se plantea el problema de si se 
puede proceder a la inscripción de una escritura de protocolización de 
cuaderno particional otorgado por los herederos, sin que en el mismo 
haya intervenido el legatario de parte alícuota.

1. Ciertamente, la figura del legatario de parte alícuota no es pacífica 
en nuestra doctrina. Nuestro Código Civil no regula el legado parciario 
como tal, únicamente lo menciona en el último apartado del artículo 655 
en materia de reducción de donaciones. Por su parte, la Ley Hipotecaria 
alude a los legatarios de parte alícuota, aunque sin nombrarlos expresa-
mente, en el artículo 42.7; a su vez, el artículo 146.3 del Reglamento Hipo-
tecario dispone que la anotación preventiva de derecho hereditario se 
practica a solicitud de los legatarios de parte alícuota, y el artículo 152 de 
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dicho Reglamento los equipara a los herederos a los efectos de las anota-
ciones preventivas. No obstante, es la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, 
de 7 de enero, la que más se ha ocupado de la materia. Así, el artícu-
lo 782.1 reconoce expresamente el derecho del legatario de parte alícuota 
a reclamar judicialmente la división de la herencia, el artículo 783.2 dis-
pone que, a la vista de la solicitud de división judicial, se mandará convo-
car a Junta a los herederos, a los legatarios de parte alícuota y al cónyuge 
supérstite, reconociendo el artículo 784.1 al legatario de cuota la condi-
ción de miembro de la Junta y de acuerdo con el artículo 793.3, será 
citado para la formación de inventario. Sin embargo, la ley no regula 
expresamente cuáles son las facultades que le corresponden en la parti-
ción. En este sentido, partiendo de la consideración de que los legatarios 
de parte alícuota entran en la misma especial situación de comunidad en 
que se hallan los coherederos antes de la partición con respecto a los 
bienes hereditarios, tal y como han confirmado el Tribunal Supremo y 
este Centro Directivo en numerosas Resoluciones, ha de reconocérsele 
un evidente interés en el mantenimiento de la integridad del caudal here-
ditario, no ya como herederos, sino como copropietarios de los bienes de 
la herencia, dada su condición de comuneros. De ahí que de acuerdo con 
la doctrina contenida en los artículos 397, 1058 y 1059 del Código sea 
necesario su consentimiento para efectuar actos de disposición sobre los 
bienes que integran la comunidad hereditaria. Asimismo, la doctrina 
mayoritaria admite que el legatario de parte alícuota pueda ejercitar el 
retracto de coherederos del artículo 1067 del Código Civil, partiendo de 
que este retracto no se atribuye a los coherederos por su específica con-
dición de tales, sino que estamos ante un caso particular del retracto de 
comuneros, ya que el legatario de parte alícuota, como hemos dicho, es 
considerado durante la indivisión de la herencia como copropietario del 
activo hereditario junto con los herederos. Por todo lo expuesto, y dada la 
condición del legatario de parte alícuota como miembro de la comunidad 
hereditaria y copropietario de los bienes de la herencia, parece lógica la 
necesidad de exigir la intervención del mismo, no sólo para realizar actos 
de disposición sobre los bienes comunes, sino también para proceder a la 
extinción de dicha comunidad mediante la partición.

2. En cuanto a la valoración de las fincas atribuidas al legatario, no 
es materia ésta que deba ser objeto de calificación por el Registrador, 
máxime cuando dicha valoración ha sido efectuada por un perito nom-
brado judicialmente.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado estimar parcial-
mente el recurso en lo relativo a la valoración de las fincas atribuidas al 
legatario de parte alícuota, y confirmar la nota de calificación del Regis-
trador en los demás extremos de la misma.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 22 de marzo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 8419 RESOLUCIÓN de 23 de marzo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria, contra la negativa del Registrador de la Pro-
piedad n.º 1, de Burgos, a practicar una anotación pre-
ventiva de embargo acompañado de sentencia no firme 
que declara la sujeción del inmueble al pago de la deuda 
tributaria.

En el recurso interpuesto por don José María Gorosábel Rebolluda, 
Delegado de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria en Burgos, 
en nombre y representación de la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria, contra la negativa del Registrador de la Propiedad número 1 de 
Burgos, don José Miguel de Paz Balmaseda, a practicar una anotación 
preventiva de embargo acompañado de sentencia no firme que declara la 
sujeción del inmueble al pago de la deuda tributaria.

Hechos

I

Se presentó en el Registro de la Propiedad número 1 de Burgos, con 
fecha 21 de julio de dos mil seis, mandamiento duplicado, de fecha 21 de 
julio de 2006, ordenando la práctica de anotación preventiva de embargo 
a favor de la Hacienda pública, expedido por la Jefa de la Unidad de 
Recaudación de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria de 

Burgos, Doña Yolanda Quesada Melgares de Aguilar, acompañado de tes-
timonio de Sentencia n.º 281 dictada el 30 de Junio de 2006. Dicho docu-
mento administrativo presentado fue objeto de calificación negativa en 
base a los siguientes hechos y fundamentos de derecho: «1) A las 13 horas 
y 55 minutos del 21 de julio último, se presentó bajo el asiento 2.949 del 
Diario 141, mandamiento duplicado expedido el 21 de julio de 2006 por la 
Jefa de la Unidad de Recaudación de la Agencia Estatal de la Administra-
ción Tributaria de Burgos, Sra. Quesada Melgares de Aguilar, acompa-
ñado de testimonio de Sentencia n.º 281 dictada el 30 de Junio de 2006 por 
la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Burgos. 2) Dicho docu-
mento fue retirado del Registro el 26 de julio de 2007. 3) Y vuelto al Regis-
tro el 6 de septiembre actual acompañado de escrito de la Jefa de la Uni-
dad de Regional de Recaudación citada, de 6 de septiembre de 2006. Se 
resuelve DENEGAR la práctica de la anotación solicitada por aparecer la 
finca inscrita a nombre de persona distinta del deudor, de conformidad 
con lo dispuesto en el Art. 20 de la Ley Hipotecaria y Artículos. 99 y 140.1.º 
del Reglamento Hipotecario, así como Resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado (DGRN) de 22 de junio de 1965, 21 
y 22 de diciembre de 1968 y 18 de marzo de 1972. Se acompaña la Senten-
cia antes citada en la que textualmente se indica que «el inmueble sito en 
la Avenida de los Reyes Católicos N.º 10, adjudicado a Doña C. C. D. en la 
liquidación de la sociedad de gananciales, está sujeto al pago de tales 
deudas tributarias» (contraídas por su esposo Jesús G. A. como obligado 
subsidiario), lo que no desvirtúa la calificación del documento, al tratarse 
de una sentencia carente de firmeza, como en su encabezamiento se 
expresa, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos. 3 y 4 de la Ley 
Hipotecaria, Artículos 208-4 y 524-4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
Resolución de la DGRN de 14 de septiembre de 1934 «a sensu contrario» y 
otros preceptos del Reglamento Hipotecario (Art. 174.3) y de la Ley (Art. 82), 
que reiteradamente exigen la firmeza de la resolución judicial para practi-
car asientos en el Registro de la Propiedad. No se extiende anotación de 
suspensión por no haberse solicitado. Se advierte del derecho a la aplicación 
del cuadro de sustituciones, a que hace referencia el Real Decreto 1039/2003 
de 1 de Agosto, a efectos de obtener una segunda calificación en el plazo 
de 15 días a partir de la notificación de esta nota de calificación. En dicho 
cuadro fueron designados sustitutos con carácter rotatorio, los Registra-
dores de Aranda de Duero, Briviesca, Lerma, Roa, Villarcayo y Astudillo. 
Contra esta calificación cabe interponer recurso, ante la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes desde a partir 
de su notificación. El recurso puede presentarse en este Registro u ofici-
nas previstas en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992 de 26 de Noviembre (artí-
culos 322 a 329 de la Ley Hipotecaria). Burgos, 22 de septiembre de 2006.–El 
Registrador. Fdo. Jose Miguel de Paz Balmaseda (firma ilegible).»

II

Don José María Gorosábel Rebolluda, Delegado de la Agencia Estatal 
de la Administración Tributaria en Burgos, en nombre y representación 
de la AEAT, interpuso recurso contra la anterior nota de calificación por 
la que se denegaba la practica de la anotación preventiva de embargo, en 
virtud de escrito de fecha 19 de octubre de 2006, en base a considerar, en 
primer lugar, la anotación preventiva de embargo solicitada cumple con 
todos los requisitos exigidos por el artículo 144.4 párrafo segundo del 
Reglamento Hipotecario, esto es, la responsabilidad del bien por la deuda 
que motiva el embargo, en base a la sentencia declarativa no firme n.º 281 
de 30 de junio de 2006 que se acompaña, y la constancia de la notificación 
del embargo al cónyuge no deudor, basándose en diversas Resoluciones 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado. En segundo 
lugar, estima el recurrente que no es necesaria la firmeza de la resolución 
judicial para anotar el embargo administrativo trabado, al no exigirse por 
el propio artículo 144 del Reglamento Hipotecario ni, entre otras, la Reso-
lución de 4 de abril de 2003 que sólo expresa que «en juicio declarativo 
previo, dirigido contra ambos cónyuges se haya declarado la gananciali-
dad de la deuda». En tercer lugar, expone, además de mencionar que los 
mandamientos anotación preventiva de embargo expedidos por órganos 
de recaudación tienen el mismo valor y eficacia que las mandamientos 
judiciales de embargo, que en la medida que se solicita una anotación 
preventiva y esta tiene efectos y carácter temporal, la misma puede prac-
ticarse dado que el artículo 524.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y la 
Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 2 
de marzo de 2006 permiten la práctica de anotaciones preventivas deriva-
das de resoluciones judiciales no firmes. Finalmente, alega el recurrente 
que la ausencia de la extensión de la anotación preventiva implicaría una 
vulneración del derecho a la tutela ejecutiva efectiva consagrado en el 
artículo 24 de la Constitución y que la propia Dirección General de los 
Registros y del Notariado ha reconocido en la Resolución de 2 de marzo 
de 2006.


